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COMUNIDAD AUTÓNOMA
DE CATALUÑA

12603 LEY 5/2000, de 5 de junio, de modificación
del artículo 29 de la Ley 16/1991, de las
Policías Locales.

EL PRESIDENTE DE LA GENERALIDAD DE CATALUÑA

Sea notorio a todos los ciudadanos que el Parlamento
de Cataluña ha aprobado y yo, en nombre del Rey y
de acuerdo con lo que establece el artículo 33.2 del Esta-
tuto de Autonomía de Cataluña, promulgo la siguiente
Ley 5/2000, de 5 de junio, de modificación del artículo 29
de la Ley 16/1991, de las Policías Locales.

PREÁMBULO

La Ley 16/1991, de 10 de julio, de las Policías Loca-
les, establece un régimen jurídico homogéneo que inte-
gra a las Policías Locales de Cataluña en un mismo sis-
tema de seguridad pública. Asimismo, dicha Ley con-
creta los requisitos mínimos para acceder a los Cuerpos
de las Policías Locales, respetando la autonomía local
garantizada por la Constitución.

El artículo 29.1.b) de la misma Ley establece la edad
máxima de treinta años para acceder a la categoría de
Agente, sin perjuicio de que el Reglamento del cuerpo
o la convocatoria correspondiente establezcan otro límite
de edad que, en ningún caso, puede superar la edad
máxima mencionada.

Después del tiempo transcurrido desde la aprobación
de la Ley de las Policías Locales, se ha evidenciado que
la edad máxima que ésta determina para el acceso a
la categoría de Agente constituye una limitación impor-
tante para los ciudadanos que quieran acceder a los
Cuerpos de Policías Locales de Cataluña. Se debe tener
en cuenta que el cambio de la cualidad de vida y del
nivel educativo que se ha producido en la sociedad cata-
lana permite acceder a la vida laboral a personas con
una edad superior a la edad que era habitual cuando
se aprobó, en el año 1991, la Ley.

Por este motivo, resulta conveniente aumentar el lími-
te máximo de edad que fija la normativa legal para el
acceso a la categoría de Agente de los Cuerpos de las
Policías Locales de Cataluña al límite máximo de cua-
renta y cinco años, sin perjuicio de que la entidad local
pueda fijar un límite inferior en el Reglamento del Cuerpo
o en la convocatoria correspondiente. En cuanto al esta-
blecimiento de este límite, se debe tener en cuenta que
no todos los puestos de trabajo públicos pueden ser
ocupados por cualquier persona con independencia de
su edad, ya que este requisito es un elemento diferen-
ciador que legitima al legislador para que, en función
de las características de los puestos de trabajo, pueda
fijar objetivamente límites de edad para acceder a deter-
minados puestos de trabajo públicos.

Artículo único.

Se modifica la letra b) del apartado 1 del artículo
29 de la Ley 16/1991, de 10 de julio, de las Policías
Locales, que queda redactada del siguiente modo:

«b) Tener la edad comprendida entre el mínimo
y el máximo que establezcan el Reglamento del
Cuerpo o la convocatoria correspondiente antes de
que finalice el plazo de presentación de solicitu-
des.»

Disposición final.

Se facultan al Gobierno de la Generalidad y, si pro-
cede, a la persona titular del Departamento de Interior
para que realicen el desarrollo reglamentario de la pre-
sente Ley.

Por tanto, ordeno que todos los ciudadanos a los
que sea de aplicación esta Ley cooperen en su cum-
plimiento y que los Tribunales y autoridades a los que
corresponda la hagan cumplir.

Palacio de la Generalidad, 5 de junio de 2000.

Xavier Pomés i Abella, Jordi Pujol,

CONSEJERO DE INTERIOR PRESIDENTE

(Publicada en el «Diario Oficial de la Generalidad de Cataluña» número 3160,
de 14 de junio de 2000)

COMUNIDAD AUTÓNOMA
DE CANTABRIA

12604 LEY 1/2000, de 24 de mayo, de modificación
de la Ley 5/1987, de 27 de marzo, de elec-
ciones al Parlamento de Cantabria.

EL PRESIDENTE DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE CANTABRIA

Conózcase que el Parlamento de Cantabria ha apro-
bado y yo, en nombre de Su Majestad el Rey, de acuerdo
con lo dispuesto en el artículo 15.2 del Estatuto de Auto-
nomía para Cantabria, promulgo la siguiente Ley de Can-
tabria 1/2000, de 24 de mayo, de modificación de la
Ley 5/1987, de 27 de marzo, de Elecciones al Parla-
mento de Cantabria.

PREÁMBULO

La creciente demanda social de transparencia de la
vida pública debe tener una adecuada respuesta por par-
te del legislador con una clarificación del régimen de
incompatibilidades.

La existencia de un riguroso régimen de incompa-
tibilidades y su estricto cumplimiento es imprescindible
para garantizar la independencia de las Administraciones
Públicas en la defensa de los intereses generales, y para
trasladar a los ciudadanos y ciudadanas la realidad de
unas instituciones públicas diáfanas, reforzando, con ello,
el afianzamiento del propio sistema democrático.

La Ley 5/1987, de 27 de marzo, de Elecciones al
Parlamento de Cantabria, estableció un régimen de
incompatibilidades de los Diputados y Diputadas que
en aquel momento se estimó suficiente. Doce años más
tarde, Cantabria, con la última modificación de su Esta-
tuto de Autonomía, ha incrementado notablemente su
techo competencial. Esto ha implicado un aumento de
la capacidad de decisión de autogobierno y una mayor
dedicación de los Diputados y Diputadas a las tareas
parlamentarias. Esta realidad hace aconsejable ampliar
el ámbito y el régimen de incompatibilidades de los Dipu-
tados y Diputadas mediante inclusión en el mismo de
actividades públicas y privadas que puedan guardar algu-
na relación, directa o indirecta, con la actuación de los
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poderes públicos de la Comunidad Autónoma de Can-
tabria.

Por todo lo aquí expuesto se procede a modificar
tres artículos, así como a añadir un nuevo artículo a
la Ley 5/1987, de Elecciones al Parlamento de Can-
tabria.

Artículo único.

Los artículos 6, 7, 8 y 8 bis de la Ley 5/1987, de
27 de marzo, de Elecciones al Parlamento de Cantabria,
quedan redactados como sigue:

«Artículo 6.

1. Todas las causas de inelegibilidad lo son
también de incompatibilidad.

2. Además de las comprendidas en los supues-
tos del artículo 155,2, a), b), c) y d), de la Ley
Orgánica de Régimen Electoral General, son tam-
bién incompatibles con la condición de Diputado
o Diputada del Parlamento de Cantabria:

a) Los Diputados y Diputadas del Congreso.
b) Los Senadores y Senadoras, salvo los desig-

nados por el Parlamento en representación de la
Comunidad Autónoma de Cantabria.

c) Los Diputados y Diputadas del Parlamento
Europeo.

d) Los Presidentes de Consejos de Administra-
ción, Consejeros, Administradores, Directores gene-
rales, Gerentes y cargos similares de entes públicos
y empresas en que la Comunidad Autónoma de
Cantabria tenga participación de capital igual o
superior al 50 por 100 cualquiera que sea su forma,
incluidas las Cajas de Ahorro de fundación pública,
salvo que concurriera en ellos la cualidad de miem-
bro del Gobierno o Presidente de corporación local.

Artículo 7.

1. Los Diputados y Diputadas tienen el derecho
a percibir las asignaciones económicas que les per-
mitan cumplir eficaz y dignamente su función. A
estos efectos, las modalidades y el régimen de dedi-
cación es el que se recoge en los párrafos siguien-
tes:

a) Los Diputados y Diputadas del Parlamento
de Cantabria percibirán una indemnización con
objeto de atender los gastos derivados del ejercicio
de la función parlamentaria.

b) Sin perjuicio de lo establecido en el párrafo
anterior, todos los Diputados y Diputadas del Par-
lamento de Cantabria podrán acogerse al régimen
de dedicación parcial o al régimen de dedicación
absoluta, respetando, en cada caso, el régimen de
incompatibilidades establecido en la presente Ley.

De acuerdo con lo establecido en los párrafos
anteriores, la Mesa del Parlamento, oída la Junta
de Portavoces, determinará la cuantía a percibir
por cada una de las modalidades de dedicación,
así como en concepto de indemnización por gastos.

2. Los Diputados y Diputadas del Parlamento
de Cantabria no podrán percibir más de una retri-
bución con cargo a los presupuestos de los órganos
constitucionales, de la Comunidad Autónoma o de
las Administraciones Públicas, sus organismos
autónomos, entes públicos y empresas con par-
ticipación pública mayoritaria, directa o indirecta,
sin perjuicio de las dietas, indemnizaciones por gas-
tos o asistencias que pudieran corresponderles.

3. Los Diputados y Diputadas del Parlamento
de Cantabria que se acojan a los regímenes de
dedicación parcial o absoluta no podrán simulta-
near su retribución con la percepción de una pen-
sión de derechos pasivos o por cualquier régimen
de la Seguridad Social pública y obligatoria. El dere-
cho a devengo por dichas pensiones se recuperará
automáticamente desde el mismo momento de
extinción de la condición de Diputado o Diputada.

4. El régimen de dedicación parcial de los Dipu-
tados y Diputadas del Parlamento de Cantabria es
incompatible con el ejercicio de las siguientes acti-
vidades privadas:

a) La actividad de contratista o fiador de obras,
servicios, suministros o asistencias de carácter
público o que impliquen cualquier relación de natu-
raleza contractual, prestacional, de concierto o con-
venio que se remunere con fondos o avales de
la Comunidad Autónoma de Cantabria, así como
formar parte de los órganos de dirección, gestión,
representación o asesoramiento de empresas o
sociedades mercantiles que se dediquen a dichas
actividades.

b) La participación superior al 10 por 100,
adquirida, en todo o en parte, con posterioridad
a la fecha de su elección como Diputado o Diputada
del Parlamento de Cantabria, salvo que fuere por
herencia, en empresas o sociedades que tengan
contratos de obras, servicios, suministros o, en
general, cualesquiera otros que se paguen con fon-
dos de organismos o empresas del sector público
estatal, autonómico o local.

5. El régimen de dedicación absoluta de los
Diputados y Diputadas del Parlamento de Cantabria
impide el desempeño, por sí o mediante apode-
ramiento, de cualquier otra actividad pública o pri-
vada, ya sea por cuenta propia o ajena.

Se exceptúan de la prohibición del ejercicio de
actividades públicas o privadas, de los Diputados
y Diputadas que opten por el régimen de dedicación
absoluta, las siguientes:

a) La mera administración del patrimonio per-
sonal o familiar. Sin embargo, en ningún caso ten-
drán esta consideración las actividades privadas
cuando el interesado, su cónyuge o persona vin-
culada a aquél en análoga relación de convivencia
afectiva y descendientes menores de edad, con-
junta o separadamente, tengan participación supe-
rior al 10 por 100 en actividades empresariales
o profesionales de toda índole que tengan concier-
tos, concesiones o contratos.

b) El desempeño de funciones representativas
o de participación en órganos colegiados de muni-
cipios, organismos, corporaciones, fundaciones o
instituciones análogas, o sociedades dependientes
de las mismas, no pudiendo percibir por tales acti-
vidades asignación económica, sin perjuicio de las
dietas, indemnizaciones por gastos o asistencias
que pudieran corresponderles.

c) Cargos de órganos colegiados en entes,
empresas o sociedades cuya designación corres-
ponda al Parlamento de Cantabria o a los órganos
de gobierno y administración de la Administración
autonómica o del Estado, no pudiendo percibir por
tales actividades asignación económica, sin perjui-
cio de las dietas, indemnizaciones por gastos o asis-
tencias que pudieran corresponderles.

d) Las actividades de producción literaria, artís-
tica, científica o técnica y las publicaciones deri-
vadas de aquéllas, así como la colaboración y la
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asistencia ocasional como ponente en congresos,
seminarios, jornadas de trabajo, conferencias o cur-
sos de carácter profesional, siempre que no sean
consecuencia de una relación de empleo, de pres-
taciones de servicios o supongan menoscabo del
estricto cumplimiento de sus deberes.

e) El ejercicio de funciones docentes siempre
que no supongan menoscabo de la dedicación en
el desempeño del cargo público. Por el ejercicio
de estas funciones sólo podrán percibir las indem-
nizaciones reglamentariamente establecidas.

6. Las actividades privadas distintas de las
recogidas en el apartado anterior podrán ser auto-
rizadas por la Comisión del Estatuto de los Dipu-
tados y Diputadas del Parlamento de Cantabria, pre-
via petición expresa de los interesados. En cualquier
caso, para la adopción de la decisión en cada
supuesto, se tendrá en cuenta como criterio pre-
ferente la no interferencia de la compatibilidad soli-
citada con la dedicación absoluta a la actividad
parlamentaria.

Artículo 8.

1. Los Diputados y Diputadas del Parlamento
de Cantabria están obligados a formular declara-
ción de todas las actividades que puedan constituir
causa de incompatibilidad de las enumeradas en
esta Ley, y de cualesquiera otras actividades que
les proporcionen o puedan proporcionar ingresos
económicos o ventajas patrimoniales, así como de
sus bienes.

2. Las declaraciones de actividades y bienes
deberán presentarse ante la Cámara tanto al adqui-
rir la condición de parlamentario como cuando se
modifiquen sus circunstancias. Dichas declaracio-
nes se formularán por separado de acuerdo con
el modelo que apruebe la Mesa del Parlamento.

3. La declaración de actividades incluirá:

a) Cualesquiera actividades que se ejercieren
y que puedan constituir causa de incompatibilidad
conforme a los apartados 4 y 5 del artículo 7.

b) Las que, con arreglo a la presente Ley, pue-
dan ser ejercicio compatible.

c) En general, cualesquiera actividades que
proporcionen o puedan proporcionar ingresos eco-
nómicos.

4. Las declaraciones de actividades y bienes
se inscribirán en un Registro de Intereses, cons-
tituido en la Cámara bajo la dependencia directa
del Presidente del Parlamento y que se regirá por
las normas de régimen interior que establezca la
Cámara.

5. El contenido del Registro de Intereses tendrá
carácter público, a excepción de lo que se refiere
a bienes patrimoniales.

Artículo 8 bis.

De acuerdo con el Reglamento del Parlamento,
el Pleno de la Cámara resolverá sobre la posible
incompatibilidad, a propuesta de la Comisión del
Estatuto de los Diputados y Diputadas, que deberá
ser motivada y basarse en los supuestos previstos
en el artículo 7 de esta Ley. Si se declarare la incom-
patibilidad, el parlamentario deberá optar entre el
escaño y el cargo, actividad, percepción o parti-
cipación incompatible. En el caso de no ejercitarse
la opción, en el plazo establecido en el Reglamento,
se entenderá que el Diputado o Diputada renuncia
al escaño.»

Disposición final única.

La presente Ley entrará en vigor al día siguiente de
su publicación en el «Boletín Oficial de Cantabria».

Palacio del Gobierno de Cantabria, 24 de mayo
de 2000.

José Joaquín Martínez Sieso,
PRESIDENTE

(Publ icada en el «Bolet ín Oficial de Cantabria» número 106,
de 1 de junio de 2000)

COMUNIDAD AUTÓNOMA
DE CASTILLA-LA MANCHA

12605 LEY 1/2000, de 6 de abril, por la que se decla-
ra el Parque Natural del Alto Tajo.

Las Cortes de Castilla-La Mancha han aprobado
y yo, en nombre del Rey, promulgo la siguiente Ley.

Exposición de motivos

El Plan de Ordenación de los Recursos Naturales del
Alto Tajo, aprobado mediante Decreto 204/1999, de
21 de septiembre, y publicado en el «Diario Oficial de
Castilla-La Mancha» número 61, de 24 de septiembre,
prevé el establecimiento de la figura de protección de
Parque Natural para un amplio territorio de 105.721
hectáreas que se extiende por 35 términos municipales
de la provincia de Guadalajara y 2 de la provincia de
Cuenca, en aplicación de lo dispuesto por el artículo
41 de la Ley 9/1999, de 26 de mayo, de Conservación
de la Naturaleza.

Este área constituye el sistema de hoces fluviales más
extenso de la región, en el que una gran diversidad geo-
lógica, climática y topográfica, unida a un excelente gra-
do de conservación de los ecosistemas naturales, con-
figuran un espacio natural de excepcional importancia
desde el punto de vista de la conservación de la bio-
diversidad y el paisaje de Castilla-La Mancha. Valga como
indicador que en la zona se ha apreciado la existencia
de más de 110 lugares de importancia geomorfológica,
más de 100 microhábitats de interés florístico, y de al
menos 69 especies de flora y 129 de fauna vertebrada
incluidas en el Catálogo Regional de Especies Amena-
zadas aprobado por el Decreto 33/1998.

Adicionalmente, se ha puesto de manifiesto su impor-
tancia para la conservación de varias especies amena-
zadas de aves incluidas en el anexo I de la Directiva
79/409/CEE, relativa a la protección de las aves sil-
vestres, así como para numerosos hábitats y taxones,
incluidos respectivamente en los anexos I y II de la Direc-
tiva 92/43/CEE, relativa a la conservación de los hábitats
naturales, y de la flora y fauna silvestres, configurándose
este espacio natural como un área importante para la
conservación de la biodiversidad de la Unión Europea,
susceptible de formar parte de la Red Natura 2000.

Dicho Plan de Ordenación se ha aprobado por el Con-
sejo de Gobierno con los objetivos específicos de ase-
gurar la conservación de los valores naturales más sig-
nificativos del Alto Tajo, procurar su restauración cuando


